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PLIEGO DE PRESCRIPCIONES TECNICAS DEL CONTRATO DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE APOYO A LA INTERVENCIÓN PSICOSOCIAL EN EL ÁMBITO COMUNITARIO EN LAS MEDIDAS IMPUESTAS POR LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES TALES COMO TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD, SUSPENSIONES DE LA EJECUCIÓN DE PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y MEDIDAS DE SEGURIDAD.

1.- OBJETO:
Es objeto del contrato la prestación del servicio de apoyo a la intervención psicosocial en el ámbito comunitario en el caso de penas y medidas impuestas por los juzgados y tribunales en supuestos como el cumplimiento de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad (TBC); las suspensiones de la ejecución de las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad impuestas por los juzgados y tribunales de la Comunidad Autónoma de Euskadi o que se deban ejecutar en Euskadi.
La Comunidad Autónoma de Euskadi ha venido gestionando desde hace más de dos décadas lo referente a la ejecución de las penas y medidas alternativas a la prisión en virtud de un convenio de colaboración con el Ministerio del Interior y a través de un contrato de servicios que ha consolidado un modo de proceder ágil y riguroso, conformando junto con el servicio de asistencia a la víctima y el de justicia restaurativa los servicios de cooperación con la justicia dependientes de la Dirección de Justicia del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales del Gobierno Vasco.
En la actualidad, con la asunción del traspaso de la competencia penitenciaria y en ejecución penal el convenio de colaboración con la Administración estatal ha devenido en innecesario y, de conformidad con las bases del modelo penitenciario y de ejecución penal para Euskadi, se pretende avanzar en la consolidación de un modelo de gestión de penas y medidas en la comunidad con una visión integral que incorpora el principio de proporcionalidad de la respuesta penal (que implica la normalización de las penas no privativas de libertad y la reducción del uso de la prisión); el principio de la intervención centrada en la persona con respeto a su autonomía y compromiso personal; el principio restaurativo o de rehabilitación social integral de víctimas, personas victimarias y comunidad y el principio comunitario, inherente a la propia naturaleza de estas sanciones.
La gestión de las penas y medidas en la comunidad, bajo tal perspectiva integradora, se inserta dentro del ámbito de la cooperación con la justicia penal, interviniendo incluso en fase de instrucción o enjuiciamiento mediante la elaboración de informes psicosociales de reinserción tanto como en la fase de ejecución de sentencia no sólo en el ámbito legalmente asignado a la administración penitenciaria, sino igualmente en el caso de medidas de seguridad u otras tareas que resultasen apropiadas. 
El modelo de gestión de penas y medidas en la comunidad es un modelo de responsabilidad pública y colaboración público-social, dado que tanto la finalidad como el contexto de tales medidas implican una dimensión comunitaria que hace ineludible la participación del medio comunitario donde ha de suceder tal resocialización.

En tal sentido resulta conveniente complementar la acción administrativa que se desarrolla con los medios propios de la Administración con el concurso de la acción desarrollada por terceros, singularmente si se trata del tejido asociativo propio de la sociedad civil, a la hora de facilitar el apoyo a la intervención psicosocial que se ha de realizar en el medio o ámbito comunitario.
A través de este complemento se pretende posibilitar una asistencia integral centrada en la persona penada, que fomente la asunción de responsabilidad por las consecuencias del acto, contribuya a la reparación directa del daño cometió a la víctima o a la comunidad y consolide el fin resocializador y de reeducación que corresponde a la ejecución de las penas no privativas de libertad y de las medidas de seguridad. En tal sentido debe trabajar estrechamente con los servicios de justicia restaurativa y los de asistencia a la víctima.
Pretende en definitiva asumiendo el carácter disuasorio y el carácter regenerador, constructivo y educativo que conlleva toda ejecución de penas no privativas de libertad y de medidas de seguridad, articular mecanismos que redunden en beneficio de la comunidad y de la propia persona penada.
2.- FUNCIONES.
2.1.1.- El contratista estará obligado a prestar el servicio de apoyo a la intervención psicosocial en el ámbito comunitario en el caso de penas y medidas impuestas por los juzgados y tribunales consistentes en trabajos en beneficio de la comunidad, suspensiones de la ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, realizando para ello las siguientes funciones una vez recibida la resolución o mandamiento judicial que determina las condiciones de cumplimiento:
a) La asistencia y orientación a las personas sujetas a penas y medidas en la comunidad, informándoles sobre las circunstancias que concurren en su persona respecto a la ejecución impuesta.

b) La valoración del caso para determinar el itinerario individualizado más adecuado o, en su caso, para determinar si existe alguna circunstancia que haga difícil o imposible la ejecución de la pena o medida impuesta.

c) La elaboración de la propuesta de plan de ejecución, así como del plan de intervención y seguimiento que mejor se ajuste a las circunstancias de la persona penada y le permita una mejor reinserción social.

d) La búsqueda de instituciones o entidades sociales comunitarias que colaboren en la intervención psicosocial con las personas sometidas a penas y medidas en la comunidad.

e) La coordinación con profesionales y recursos internos y externos a los que derivar el desarrollo de los planes individuales de intervención y el seguimiento de la ejecución, elaborando los informes de seguimiento periódico correspondientes.

f) Informar de todas las incidencias relevantes que condicionen la ejecución de la pena, de los planes desarrollados y del informe final sobre el cumplimiento de la pena.

El contratista remitirá o informará puntualmente a la Dirección de Justicia de:
a) Las propuestas de plan de ejecución y de plan de intervención y seguimiento para su validación y remisión al órgano judicial competente para su aprobación.
b) Solicitudes de alta y baja en la Seguridad Social de las personas penadas que realicen trabajos en beneficio de la comunidad.
c) El desarrollo de plan de ejecución y del plan de intervención y seguimiento y sus eventuales incidencias reseñables. (citas, entrevistas, reuniones, encuentros de coordinación, llamadas, registros, etc…)
d) Los informes periódicos de seguimiento, informes de incidencias e informe de evaluación final, igualmente para su remisión al órgano judicial correspondiente.
2.1.2.- Igualmente el contratista asume la elaboración de informes requeridos por los jueces y tribunales sobre las diversas circunstancias del caso que permitan una mejor valoración de las medidas que deben adoptarse. El informe versará sobre circunstancias del delito cometido, circunstancias personales del penado, sus antecedentes, conducta posterior al hecho, en particular, el esfuerzo para reparar el daño causado, sus circunstancias familiares y sociales u otros aspectos similares. Dichos informes podrán solicitarse en fase de instrucción y enjuiciamiento en los casos que proceda según lo que esté protocolizado con los órganos judiciales.
2.2.- Ejecutar los talleres de educación vial para el cumplimiento de penas de trabajo en beneficio de la comunidad derivados de delitos contra la seguridad vial.
El objetivo del taller es promover el cambio actitudinal y comportamental, así como una mayor concienciación sobre la importancia del cumplimiento de las normas de tráfico para reducir la tasa de reincidencia de las personas usuarias por delito contra la seguridad vial.
Deberá obtener los siguientes resultados:
· Responsabilización por la comisión del delito.
· Empatía con las víctimas.
· Concienciación de responsabilidad social.
Se requerirá el empleo de una metodología ecléctica que responda a los componentes educacional, cognitivo, emocional y conductual de los participantes. El taller se realizará mediante terapia grupal de 30 personas como máximo. Constará de sesiones presenciales y tareas educativas y su duración se ajustará a la cantidad de jornadas que la persona penada deba realizar.
El contratista hará uso de los materiales facilitados por la Dirección de Justicia específicos para los talleres reeducativos de educación vial.
El contrsatista elaborará, en coordinación con el servicio de justicia de adultos el calendario y horarios de los talleres, que se realizarán preferentemete, el viernes y sábado.


2.3.- Ejecutar el programa de rehabilitación de las personas condenadas por delitos relacionados con la violencia de género en la Comunidad Autónoma de Euskadi.
El programa de rehabilitación de personas condenadas por delitos relacionados con la violencia de género tiene por objeto preservar la integridad física y psíquica de las mujeres que sufren o han sufrido este tipo de violencia.
Como objetivos más específicos se contemplan, entre otros, los siguientes:
· El cambio significativo del comportamiento violento de las personas condenadas.
· La responsabilización sobre las conductas violentas ejercidas.
· El desapoderamiento machista del agresor.
· La desactivación de los modelos y esquemas mentales que sustentan el uso de la violencia de cualquier tipo contra las mujeres.
Se requerirá el empleo de una metodología ecléctica que responda a los componentes educacional, cognitivo, emocional y conductual de las personas penadas.
El contratista ejercerá la dirección, organización e iniciativa para la adopción de las medidas necesarias que garanticen el cumplimiento del contrato.
2.4.- Ejecutar aquellos programas específicos que se detallan en la cláusula 22.2.1 del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares en los términos planteados por la adjudicataria. Dichos programas específicos deberán ejecutarse siempre que hayan obtenido en cada uno de los subcriterios de cada programa una puntuación igual o superior a la mitad de la puntuación posible.
3.- CONDICIONES OPERATIVAS
3.1.- Ubicación.
La entidad adjudicataria prestará el servicio en las dependencias destinadas a los servicios de cooperación con la Administración de Justicia del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales, habilitadas para la prestación del servicio, con las instalaciones y mobiliario necesario en las tres capitales de los Territorios Históricos (Bilbao, Donostia y Vitoria-Gasteiz) y en Barakaldo. 
Teniendo en cuenta por un lado, que la naturaleza del contrato es el apoyo a la gestión de la ejecución de penas impuestas por los Juzgados y Tribunales de Euskadi y consecuentemente tratarse de expedientes judiciales y, por otro lado, al objeto de facilitar a las personas penadas las entrevistas para cumplir las penas ordenadas, el adjudicatario prestará el servicio en las antedichas dependencias habilitadas para la prestación del servicio, con las instalaciones y mobiliario necesario durante el tiempo de vigente del contrato.
La utilización de las oficinas por el adjudicatario tiene un mero carácter instrumental para la ejecución de este contrato y su utilización queda circunscrita a su vigencia, sin que pueda suponer derecho alguno sobre las mismas ni utilizarlas para otro fin distinto del previsto en este contrato y se comprometerá a mantener y cuidar las instalaciones y equipamientos en condiciones similares a las que presenta en el momento de su recepción.

Una vez finalizado el contrato el adjudicatario deberá poner a disposición del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales, en el mismo estado en que fueron recibidas, tanto las dependencias judiciales facilitadas como el mobiliario.
Asimismo, por razón de una mayor eficacia en el servicio contratado, se facilitarán los equipos informáticos, acceso a las aplicaciones informáticas del servicio de ejecución de penas en la comunidad del Gobierno Vasco y tarjetas de acceso a las instalaciones o los Palacios de Justicia correspondientes, por el tiempo de duración concreta del contrato. Una vez finalizada la vigencia del contrato, éstos deberán ser puestos a disposición de la Dirección de Justicia. 

La ejecución del contrato se desarrollará en las tres capitales de los Territorios Históricos (Bilbao, Donostia y Vitoria-Gasteiz) y en Barakaldo.
3.2.- Horario del servicio.

El contratista deberá garantizar el siguiente horario de atención al público:

-. De lunes a viernes: de 9:00 horas a 14:00 horas.
-. Martes y miércoles: de 16:00 horas a 18:30 horas. 
-.  Julio y agosto: de 9:00 horas a 14:30 horas.

Asimismo, garantizará el cumplimiento del horario de tarde que, en su caso, hubiera ofertado.

3.3.- Reuniones de coordinación.
Además de las reuniones ordinarias con el servicio de justicia de adultos, los representantes del contratista y de la Dirección de Justicia mantendrán reuniones periódicas de coordinación, dirección y evaluación.
[bookmark: _Hlk128060420]4.- EQUIPO DE TRABAJO.
[bookmark: _Hlk129603573]El contratista está obligado a adscribir a la ejecución del contrato los medios humanos que se determinan en el anexo II.2 “Compromiso de adscripción de medios” del pliego de cláusulas administrativas, compuesto por un equipo multidisciplinar de un total de 46 profesionales entre técnicos/as de referencia de ejecutorias, terapeutas, personal administrativo y coordinador/a distribuidos como a continuación se detalla:
En el Territorio Histórico de Araba: un equipo multidisciplinar de, al menos, 9 profesionales compuesto por:

[bookmark: _Hlk129603778]	• Técnicos/as de referencia de ejecutorias: 5.
•Terapeutas: 3.
[bookmark: _Hlk128059345]•Administrativo/a: 1.






En el Territorio Histórico de Bizkaia: un equipo multidisciplinar de, al menos, 26 profesionales compuesto por:
	En Bilbao: 23 profesionales.
· Técnicos/as de referencia de ejecutorias: 13.
· Terapeutas: 7.
· Administrativo/a: 2.
· Coordinador: 1.

En Barakaldo: 3 profesionales.
· Administrativo/a: 1.
· Técnicos/as de referencia de ejecutorias: 2.

En el Territorio Histórico de Gipuzkoa: un equipo multidisciplinar de, al menos, 11 profesionales compuesto por: 

· Técnicos/as de referencia de ejecutorias: 6.
· Terapeutas: 4.
· Administrativo/a: 1.

La composición de los equipos en cada uno de los Territorios Históricos deberá atender a su multidisciplinariedad.
COORDINADOR O COORDINADORA:
El contratista designará un Coordinador o Coordinadora del Servicio, que se encargará de las relaciones del contratista con la Dirección de Justicia. Tendrá como funciones la coordinación de las labores del Servicio, la homogeneidad de los criterios del Servicio, de los datos y propuestas de informes que se produzcan, siendo el interlocutor único con el Departamento.
TECNICOS DE REFERENCIA DE EJECUTORIAS
Los técnicos y técnicas de referencia de ejecutorias realizarán las tareas que a continuación se detallan:
· Contactar con la persona objeto de este servicio.
· Valoración de sus circunstancias en entrevistas presenciales.
· Derivación y coordinación con la entidad o centro correspondiente.
· Elaboración del plan de ejecución.
· Entrevistas periódicas de seguimiento.
· Elaboración de las propuestas de informes de inicio, seguimiento y finalización de la medida correspondiente dirigidos a la Dirección de Justicia.
· Archivo de los asuntos y registro de toda la información en la base de datos del servicio.
Aportar los conocimientos técnicos especializados precisos adecuados a su formación académica.
La intervención de los terapeutas será especialmente necesaria en los casos de personas con psicopatologías, comorbilidad con adicciones, personas que hayan cometido delitos contra la libertad sexual y en supuestos de determinados perfiles violentos.
PROFESIONALES DE LA GESTIÓN ADMINISTRATIVA
Será las propiamente administrativas, constituidas, entre otras, por:
· Registrar las ejecutorias recibidas.
· Ordenar, clasificar y repartir la documentación que llegue al servicio.
· Atender el teléfono y gestionar la sala de espera.
· Canalizar los informes realizados, una vez visados y validados por la Dirección de Justicia. 
· Gestionar los envíos por correo.
· Realizar el mantenimiento de los archivos y la destrucción de expedientes.
PROFESIONALES QUE IMPARTAN PROGRAMAS DE SEGURIDAD VIAL
Los programas de seguridad vial serán impartidos por los profesionales pertenecientes a la categoría de técnicos de referencia de ejecutorias.
Serán responsables, entre otros, de:
· Impartir los talleres de seguridad vial.
· Gestionar las listas de acceso y los registros de asistencia.
· Valorar la continuidad en los talleres en casos de inasistencia.
· Diseñar actividades de utilidad pública.
· Elaborar las actas e informes finales y remitirlos a los técnicos/as de referencia de ejecutorias.
· Registras los datos de asistencia para la elaboración de memorias.
PROFESIONALES DE LOS PROGRAMAS TERAPEÚTICOS DE INTERVENCIÓN CON PERSONAS CONDENADAS POR VIOLENCIA DE GÉNERO (GAKOA) 
· Serán responsables, entre otros, de:
· Valorar a la persona penada y diseñar el itinerario de tratamiento.
· Desarrollar el programa de intervención en sesiones individuales y grupales.
· Coordinar su intervención con los técnicos/as de referencia de ejecutorias.
· Valorar la consecución de los objetivos y la finalización de la intervención.
· Elaborar informes de inicio, seguimiento y finalización, y remitirlos a los técnicos/as de referencia de ejecutorias.
· Registrar los datos de asistencia para la elaboración de memorias.
PROFESIONALES DE OTROS PROGRAMAS DIRIGIDOS A ABORDAR LAS CAUSAS DE LA CONDUCTA DELECTIVA
Serán responsables, entre otros, de:
· Valorar a la persona penada y diseñar el itinerario de tratamiento
· Desarrollar el programa de intervención en sesiones individuales y/o grupales.
· Coordinar su intervención con los técnicos/as de referencia de ejecutorias.
· Valorar la consecución de los objetivos y la finalización de la intervención.
· Elaborar informes de inicios, seguimiento y finalización, y remitirlos a los técnicos/as de referencia de ejecutorias.
· Registrar los datos de asistencia para la elaboración de memorias.
El personal adscrito al servicio deberá identificarse como personal ajeno a la Administración y diferenciarse del personal de la Administración de Justicia, mediante la utilización de una tarjeta identificativa que deberá llevarse en un lugar visible y utilizada durante toda la jornada laboral en la que se detalle:  
· La denominación del servicio.
· Nombre y apellidos de la persona adscrita al servicio.
· Indicación de que se trata de un servicio gestionado por la adjudicataria.
La entidad adjudicataria deberá instalar en la entrada del servicio, junto al nombre del mismo, un vinilo o cartel identificativo, de igual tamaño y a la misma altura que aquél, señalando que dicho servicio es gestionado por la entidad adjudicataria, junto con el logotipo de dicha entidad, que deberá ser del mismo tamaño que el logotipo del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales. 
La instalación de dicho cartel será a cargo del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales. 
En caso de incorporación de nuevo personal y variación de plantilla por bajas o por ausencias de personal de más de 3 días, la entidad realizará las sustituciones necesarias, con personas de igual cualificación a la sustituida para que siempre se disponga del mismo número de profesionales en el servicio, previa comunicación por escrito a la Dirección de Justicia, al objeto de que ésta preste su conformidad. Durante las vacaciones del personal, la entidad garantizará que el servicio sea debidamente atendido.
5.- DATOS E INFORMES: 
El contratista pondrá a disposición del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales los datos que le sean requeridos en cada momento sobre las actividades realizadas, el catálogo de recursos existente y el número, situaciones y características de las personas atendidas.
El contratista deberá alimentar la base de datos del servicio siguiendo las directrices de la Dirección de Justicia.
El contratista redactará cada trimestre un informe estadístico con los datos de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de cada Territorio Histórico, señalando el número de personas atendidas de acuerdo con la clasificación de situaciones que se determine en las reuniones periódicas a celebrar entre los representantes de la entidad adjudicataria y la Dirección de Justicia tendentes a lograr la uniformidad en la recogida de datos, incluyéndose en los informes mencionados no solamente el número de casos atendidos, sino también toda la información necesaria para comprender la actividad realizada por el adjudicatario.
El contratista deberá colaborar con la Dirección de Justicia en la elaboración de la memoria anual del servicio. Presentará un informe de valoración sobre la actividad anual del servicio y las propuestas de modificaciones y mejoras.

6.- OTRAS OBLIGACIONES
6.1.- Respecto a las condiciones lingüísticas si bien vienen recogidas en el pliego de cláusulas administrativas particulares se hace mención específica a que el adjudicatario del servicio dispondrá de los medios necesarios para atender a la persona usuaria en la legua oficial de la Comunidad Autónoma que demande.
6.2.- La contratista deberá comunicar a la Dirección de Justicia todo tipo de incidencias, realizar sugerencias, tramitar quejas y colaborar en todo momento conjuntamente con la Dirección en la prestación del servicio.
6.3.- El contratista comunicará a la Dirección de Justicia la realización de cualquier intervención de difusión relacionada con la prestación del servicio objeto del contrato (participación en foros y conferencias, relaciones con medios de comunicación, etc) para que, en su caso, se autorice y consensuen los términos de las mismas.
En todo caso se hará constar expresamente que dicha intervención se realiza en calidad de personal adscrito por la empresa contratista a la ejecución de la prestación y que la titularidad y responsabilidad del servicio contratado corresponde al Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales.
6.4.- El contratista colaborará con el Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas Sociales en las actividades de divulgación del Servicio.
6.5.- El contratista deberá alimentar la base de datos del Servicio.
6.6.- A los efectos previstos en la cláusula 18.1 del pliego de condiciones específicas del contrato, el contratista deberá entregar al responsable del contrato un programa de trabajo en el que se recojan las medidas para abordar la agilización en la ejecución de los trabajos en beneficio de la comunidad y búsqueda de nuevas plazas para el catálogo vasco de trabajos en beneficio de la comunidad. Dicho programa de trabajo será aprobado por el órgano de contratación en el plazo de 7 días hábiles. 
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PLIEGO DE PRESCRIPCIONES TECNICAS DEL CONTRATO DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 


APOYO A LA INTERVENCIÓN PSICOSOCIAL EN EL ÁMBITO COMUNITARIO EN LAS MEDIDAS 


IMPUESTAS POR LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES TALES COMO TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA 


COMUNIDAD, SUSPENSIONES DE LA EJECUCIÓN DE PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y 


MEDIDAS DE SEGURIDAD.


 


 


1.


-


 


OBJETO


:


 


Es objeto del contrato la prestación del servicio de apoyo a la intervención psicosocial en el 


ámbito comunitario en el caso de penas y medidas imp


uestas por los juzgados y tribunales en 


supuestos como el cumplimiento de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad (TBC); 


las suspensiones de la ejecución de las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad 


impuestas por los juzgados y 


tribunales de la Comunidad Autónoma de Euskadi o que se deban 


ejecutar en Euskadi.


 


La Comunidad Autónoma de Euskadi ha venido gestionando desde hace más de dos décadas lo 


referente a la ejecución de las penas y medidas alternativas a la prisión en virtud d


e un convenio 


de colaboración con el Ministerio del Interior y a través de un contrato de servicios que ha 


consolidado un modo de proceder ágil y riguroso, conformando junto con el servicio de 


asistencia a la víctima y el de justicia restaurativa los servi


cios de cooperación con la justicia 


dependientes de la Dirección de Justicia del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas 


Sociales del Gobierno Vasco.


 


En la actualidad, con la asunción del traspaso de la competencia penitenciaria y en ejecución 


penal


 


el convenio de colaboración con la Administración estatal ha devenido en innecesario y, 


de conformidad con las bases del modelo penitenciario y de ejecución penal para Euskadi, se 


pretende avanzar en la consolidación de un modelo de gestión de penas y med


idas en la 


comunidad con una visión integral que incorpora el principio de proporcionalidad de la 


respuesta penal (que implica la normalización de las penas no privativas de libertad y la 


reducción del uso de la prisión); el principio de la intervención ce


ntrada en la persona con 


respeto a su autonomía y compromiso personal; el principio restaurativo o de rehabilitación 


social integral de víctimas, personas victimarias y comunidad y el principio comunitario, 


inherente a la propia naturaleza de estas sancion


es.


 


La gestión de las penas y medidas en la comunidad, bajo tal perspectiva integradora, se inserta 


dentro del ámbito de la cooperación con la justicia penal, interviniendo incluso en fase de 


instrucción o enjuiciamiento mediante la elaboración de informes


 


psicosociales de reinserción 


tanto como en la fase de ejecución de sentencia no sólo en el ámbito legalmente asignado a la 


administración penitenciaria, sino igualmente en el caso de medidas de seguridad u otras tareas 


que resultasen apropiadas. 


 


El model


o de gestión de penas y medidas en la comunidad es un modelo de responsabilidad 


pública y colaboración público


-


social, dado que tanto la finalidad como el contexto de tales 


medidas implican una dimensión comunitaria que hace ineludible la participación del


 


medio 


comunitario donde ha de suceder tal resocialización.


 


 




  1       PLIEGO DE PRESCRIPCIONES TECNICAS DEL CONTRATO DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE  APOYO A LA INTERVENCIÓN PSICOSOCIAL EN EL ÁMBITO COMUNITARIO EN LAS MEDIDAS  IMPUESTAS POR LOS JUZGADOS Y TRIBUNALES TALES COMO TRABAJOS EN BENEFICIO DE LA  COMUNIDAD, SUSPENSIONES DE LA EJECUCIÓN DE PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y  MEDIDAS DE SEGURIDAD.     1. -   OBJETO :   Es objeto del contrato la prestación del servicio de apoyo a la intervención psicosocial en el  ámbito comunitario en el caso de penas y medidas imp uestas por los juzgados y tribunales en  supuestos como el cumplimiento de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad (TBC);  las suspensiones de la ejecución de las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad  impuestas por los juzgados y  tribunales de la Comunidad Autónoma de Euskadi o que se deban  ejecutar en Euskadi.   La Comunidad Autónoma de Euskadi ha venido gestionando desde hace más de dos décadas lo  referente a la ejecución de las penas y medidas alternativas a la prisión en virtud d e un convenio  de colaboración con el Ministerio del Interior y a través de un contrato de servicios que ha  consolidado un modo de proceder ágil y riguroso, conformando junto con el servicio de  asistencia a la víctima y el de justicia restaurativa los servi cios de cooperación con la justicia  dependientes de la Dirección de Justicia del Departamento de Igualdad, Justicia y Políticas  Sociales del Gobierno Vasco.   En la actualidad, con la asunción del traspaso de la competencia penitenciaria y en ejecución  penal   el convenio de colaboración con la Administración estatal ha devenido en innecesario y,  de conformidad con las bases del modelo penitenciario y de ejecución penal para Euskadi, se  pretende avanzar en la consolidación de un modelo de gestión de penas y med idas en la  comunidad con una visión integral que incorpora el principio de proporcionalidad de la  respuesta penal (que implica la normalización de las penas no privativas de libertad y la  reducción del uso de la prisión); el principio de la intervención ce ntrada en la persona con  respeto a su autonomía y compromiso personal; el principio restaurativo o de rehabilitación  social integral de víctimas, personas victimarias y comunidad y el principio comunitario,  inherente a la propia naturaleza de estas sancion es.   La gestión de las penas y medidas en la comunidad, bajo tal perspectiva integradora, se inserta  dentro del ámbito de la cooperación con la justicia penal, interviniendo incluso en fase de  instrucción o enjuiciamiento mediante la elaboración de informes   psicosociales de reinserción  tanto como en la fase de ejecución de sentencia no sólo en el ámbito legalmente asignado a la  administración penitenciaria, sino igualmente en el caso de medidas de seguridad u otras tareas  que resultasen apropiadas.    El model o de gestión de penas y medidas en la comunidad es un modelo de responsabilidad  pública y colaboración público - social, dado que tanto la finalidad como el contexto de tales  medidas implican una dimensión comunitaria que hace ineludible la participación del   medio  comunitario donde ha de suceder tal resocialización.    

